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1. SISTEMAS EXTRAJUDICIALES DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS 
EX 83 ET Y PERSONAL LABORAL DE LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS: UNA DIFÍCIL RELACIÓN 
1.1. La progresiva aparición y extensión de los sistemas autónomos o priva-
dos de solución de conflictos 
Seguramente una de las líneas básicas en la evolución del sistema español de 
relaciones laborales ha sido, al menos durante estos últimos años, la fuerte apues-
ta de los interlocutores sociales por la creación de mecanismos autónomos de 
solución de conflictos a través de los cuales luchar no sólo contra la excesiva 
judicialización que había venido sufrido tradicionalmente nuestro sistema, sino 
también contra la conflictividad innecesaria derivada, paradójicamente, de la 
ausencia secular de canales profesionalizados y eficaces que sirvieran a las par-
tes para avanzar en las situaciones de impasse negociador sin verse avocadas 
inmediatamente a la huelga. 
Frente a una situación previa, propia de los primeros años de nuestra demo-
cracia, en la que las principales organizaciones sindicales españolas fueron cier-
tamente reticentes o recelosas frente a estos mecanismos —ya sea por éxito de 
nuestra jurisdicción social, o por el recuerdo de su «peculiar» utilización durante 
la dictadura franquista4—, lo cierto es que, como decimos, la década de los 
noventa fue ciertamente pródiga en la aparición de estos sistemas extrajudiciales. 
De hecho, durante los años que transcurren entre 1985 y 1995 asistimos a una 
auténtica proliferación de estos sistemas, creados por estos mismos interlocuto-
res sociales a través de acuerdos interprofesionales ex art. 83 ET y que, surgidos 
primero en el ámbito autonómico, y más tarde a nivel estatal, contaron normal-
mente con el apoyo económico de las unas Administraciones Autonómicas dese-
osas de intervenir también en este campo'. Desde el PRECO I a nivel autonómi-
co, hasta el ASEC a nivel estatal, se observa durante esas fechas a una auténtica 
explosión de sistemas de solución de conflictos que en general, y esto es lo 
importante, venían a reflejar una nueva perspectiva no sólo de estos agentes, sino 
también del propio Poder Público frente a la tradicional conflictividad social típi-
ca del sistema de producción capitalista. 
3. Sobre la necesidad a principios de noventa de estos sistemas véase, por todos, F. Durán López, 
«Medios de solución no juridiccionales de los conflictos laborales: el arbitraje», en Revista Expsahola 
de Derecho del Trabajo, 1990, n. 41 
4. CES, Informe n.2 de 1994 sobre Procedimientos autónomos de solución de conflictos laborales 
5. Sobre la utilización de este y otros mecanismos de las CCAA para adquirir un mayo protagonismo 
como actor del sistema de relaciones laborales véase. J. Calvo Gallego, «El papel de las Comunidades 
Autónomas en el actual sistema de relaciones laborales», en AAVV, La intervención pública en las rela-
ciones laborales, (coord. A. Galán García), CARL, Tecnos, Madrid, 2000, pág. 104 y ss. 
Así, y por parte de las organizaciones sindicales, la progresiva extensión de estos 
sistemas reflejaba, al menos a nuestro juicio, el reconocimiento tanto de los múlti-
ples problemas que planteaba el uso tradicionalmente excesivo de la jurisdicción en 
el ámbito de la acción sindical, como el hecho de que la creación y utilización prio-
ritaria de mecanismos voluntarios, creados por las propias partes, no sólo no limi-
taban la autonomía colectiva, sino que más bien la fortalecía al otorgar preeminen-
cia al acuerdo sobre la decisión meramente jurídica de un tercero, logrando así 
evitar aquellos conflictos innecesarios a los que antes se recurría casi por inercia. 
Y por parte de los Poderes Públicos, el apoyo normalmente económico a estos 
mismos acuerdos supuso igualmente un cambio radical en su forma de intentar 
encauzar esta conflictividad. En vez de continuar en el infructuoso e inacabado 
intento de crear sistemas públicos de solución de conflictos laborales, mirados 
permanentemente con recelo por los agentes sindicales, se optó, a mi juicio de 
forma mucho más acertada, por limitarse a aceptar y, básicamente, a apoyar 
financiera, material y legalmente —a través de reformas necesarias, aunque asis-
temáticamente introducidas en 1994— sistemas creados por los propios interlo-
cutores sociales y que, por tanto, podían recibir de forma bastante más fácil el 
apoyo y la confianza de estos mismos agentes; una confianza sin la cual, y por 
razones obvias, cualquier intento de construcción en este campo estaba llamado 
inevitablemente al fracaso. 
En cualquier caso, y más allá de los problemas suscitados por esta participa-
ción de los Poderes Públicos y de su intensidad en los acuerdos de creación y en 
los sistemas por ellos creados —cuestión ésta que, por cierto, seguramente está 
en la base de la encendida discusión doctrinal y jurisprudencial sobre la natura-
leza de tales acuerdos y la posibilidad o no de negociar y participar en los mis-
mos por parte de sindicatos suficientemente representativos6—, lo cierto es que, 
como decimos, estos acuerdos sobre materias concretas' –en alguna ocasión 
denominados impropiamente acuerdos marcos— abarcaban en su ámbito, y de 
forma más o menos clara, la mayor parte de conflictos colectivos laborales, fun-
damentalmente los colectivos, ya se tratase de conflictos jurídicos o de interpre-
tación, de intereses o de regulación, o asistemáticos, ligados a los periodos de 
consulta o a cuestiones ligadas a procesos de huelga. 
6. Sobre todos estos problemas véase, por todos, una recopilación de las muy distintas posiciones 
doctrinales y jurisprudeniales en D. Lantarón Barquín, Ordenación de la solución extrajudicial de los 
conflictso laborales, Lex Nova, 2003, p. 859 y ss. 
7. Nuevamente para un reciente resumen de todas estas discusiones en D. Lantarón Barquín, 
Ordenación de la solución extrajudicial..., cit., p. 884 quien igualmente se decanta por esta naturale-
za, desde luego bastante más clara en sistemas como el SERCLA andaluz que no requieren ratifica-
ción por instrumentos negociales inferiores. 
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1.2. Una limitación peculiar: el personal laboral de las Administraciones 
públicas. Algunos intentos de explicar esta exclusión 
Lo llamativo en este caso, al menos a los efectos que aquí nos interesa, es que 
un número significativo —aunque cada vez menor— de esos Acuerdos excluyó 
de su ámbito de aplicación, no sólo al personal funcionario o vinculado a un ente 
público por una relación administrativa o estatutaria —tema éste bastante más 
complejo, sobre el que versara una intervención monográfica del Profesor Cruz y 
que por tanto no abordare—, sino, y por lo aquí interesa, al personal laboral de 
las Administraciones Públicas españolas. 
En la medida en la que, como en muchas ocasiones se ha señalado, la natura-
leza administrativa del ente empleador en nada impide la aplicación de la norma-
tiva laboral –una cuestión ésta que, no obstante, y en muchos casos la jurispru-
dencia ha tenido que matizar9—, la primera cuestión que ha de abordarse es, al 
menos a mi juicio, intentar indagar en las posibles razones que habrían justifica-
do esta exclusión en algunos –que, como veremos, no en todos— los sistemas 
extrajudiciales de solución de conflictos creados al amparo del art. 83 ET. 
Pues bien, teniendo en cuenta la amplia diversidad de sujetos y de sistemas a 
los que hacemos referencia, parece probable considerar que en la aparición de 
esta corriente, ha podido coincidir, actuando sinérgicamente, varias causas, no 
siempre existentes, ni siempre presentes con la misma intensidad. 
a)Dificultades ligadas con la legitimación y naturaleza de las partes de los 
acuerdos 
En primer lugar, en esta exclusión quizás hayan influido los propios sujetos 
firmantes y la misma naturaleza y arquitectura de los instrumentos que son obje-
to de creación. Como ya hemos dicho, estos acuerdos son básicamente una crea-
ción de las organizaciones sindicales y, sobre todo, empresariales más represen-
tativas de las distintas CCAA o del Estado y que tienen como destinatarios 
naturales aquellos conflictos en los que coincidan ambas partes. Este ámbito 
natural de tales sistemas se aprecia con claridad cuando se analiza el papel que a 
estos mismos sujetos corresponde en relación con el procedimiento o la elección 
de mediadores o árbitros. Por ello, es natural que en determinados sistemas la 
8 Véase, no obstante, una primera aproximación a la situación actual en D. Lantarón Barquín, 
Ordenación de la solución extrajudicial..., cit., p. 909 y 910. Desde un perspectiva más teórica sobre 
su misma posibilidad T. Sala Franco, "Acerca de la posibilidad de establecer autónomamente proce-
dimientos extrjudiciales de solución de conflictos laborales en las administraciones públicas" en 
Actualidad Laboral, 199, n. 48, p. 943 y ss. 
9 Por todos véas el excelente trabajo de J.M. López Gómez, El régimen jurídico del personal 
laboral de las Administarciones Públicas, Civitas, CARL, 1995. 
aparición de un tercero como es la Administración Pública, que si bien actúa 
como empleador, no se encuentra representado por la parte firmante a estos efec-
tos—las asociaciones empresariales— pueda causar problemas. 
Y ello porque las Administraciones territoriales, cuando aparecen como fir-
mantes de estos acuerdos, lo hacen normalmente como un mero tercero distinto 
de los firmantes, sin asumir la posición de parte, y, por tanto, las funciones típi-
cas que en dichos procedimientos quedan normalmente reservadas a las asocia-
ciones empresariales y sindicales. En realidad, una breve lectura de estos acuer-
dos demuestra que en estos casos la Administración actúa básicamente como 
«garante» de muchos de estos acuerdos o, al menos, como fuente principal o 
exclusiva de ingresos de lo mismos, no desde luego como una parte interesada 
que participa en su gestión y en el desarrollo del procedimiento. 
Con semejante esquema como base conceptual general, al enfrentarnos con 
este problema tan sólo cabrían tres posibilidades. 
- La primera, que se permita su utilización puntualmente, obligando a la 
Administración a utilizar no ya esquemas, pero si mediadores o árbitros en 
cuya elección no ha participado, sustituida por la organización empresarial 
que, obviamente, ni se siente ni seguramente quiere actuar como representan-
te de este peculiar empleador. 
- En segundo lugar, que se le permita utilizarlos pero con ciertas adaptaciones, 
por ejemplo, en relación con la designación de los órganos de mediación y/o 
arbitraje, lo que, obviamente, puede acabar fragmentando la unidad y lógica 
interna del propio sistema, o incluso fomentando la creación de un «subsiste-
ma» que a su vez podría plantear nuevos problemas ligados a la entrada de sin-
dicatos sectoriales en estos ámbitos. Los casos extremeños o el non nato pro-
yecto catalán serían seguramente, muy ilustrativos a estos efectos, sin olvidar, 
por ejemplo, las matizaciones que en ciertos casos realizan varios convenios 
cántabros sobre lauilización del ORECLA por las mencionadas administracio-
nes. Y es que estas adapataciones podrían provenir ya sea del propio Acuerdo 
–como veremos, el caso Andaluz, o incluso de posteriores acuerdos de adhe-
sión –convenio extremeño—o de la misma negociación colectiva como es el 
caso cántabro. Pero sobre ello volveremos con posterioridad. 
- O, por último, que por las anteriores premisas se acabe por entender que el uso 
por las Administraciones de unas instituciones como éstas no es el medio más 
adecuado, tanto por la inadecuación de los sistemas de organización internos 
basados en una representación de los empleadores articulada únicamente en 
torno a la asociación empresarial, ya sea porque se considere que su intromi-
sión como un alter ego de las estas mismas asociaciones podrían acabar des-
naturalizando el sistema. La consecuencia normal de esta opción es que se 
opte por su exclusión y su remisión a sistemas específicos que los propios 
negociadores hayan podido crear en el seno de su negociación colectiva al 
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amparo del art. 91 EP°. Y, obviamente, es esta última lógica la que quizás 
explique las reticencias que aún hoy, en algunos sistemas, muestran algunas de 
las partes firmantes en relación con la posible aplicación de sus procedimien-
tos a este peculiar tipo de empleador. 
Dificultades o problemas técnicos: en especial, la reclamación administrativa pre-
via y la ausencia de una conciliación preprocesal legalmente obligatoria 
En cualquier caso, lo que sí está claro es que en esta exclusión también han 
podido pesar —y a mi juicio de forma no menos decisiva—, las dificultades téc-
nicas que surgen al intentar aplicar estos sistemas generales, en buena parte con-
cebidos como mecanismos de sustitución de los sistemas de conciliación admi-
nistrativa previa, a un colectivo dotado de una regulación preprocesal propia y 
ciertamente distinta como son los asalariados de la Función Pública. 
Entiéndasenos bien. No estamos hablando, evidentemente, de la vieja y hoy ya 
desfasada imposibilidad de transigir por parte de la Administración. Esta posibi-
lidad está hoy prevista claramente en la Ley 30/1992, y, además, una vez admiti-
da, aunque con límites, la negociación colectiva en este mismo campo, pocas 
observaciones de este tipo cabría plantear. 
En realidad, y de forma bastante más concreta nos estaríamos refiriendo al 
hecho de que con mayor o menor claridad estos sistemas vienen a sustituir, ya sea 
en el plano colectivo como en el plano individual, allí cuando éste prevista, a la 
conciliación previa del art. 63 LPL o a la más específica prevista para los con-
flictos colectivos en el art. 154 del mismo cuerpo procesal. 
10. Un ejemplo tardicional de esta llamada de los negociadores en procsos de negociación setco-
rial, simétricos a sistemas que excluyen la utilización de estos procedimientos por parte de la 
Administarción Pública, lo encontramos en el Artículo 94. Solución de conflictos colectivos, del 
Convenio Colectivo único para el personal laboral de la Administración General del Estado, BOE 1 
diciembre 1998, núm. 287. De acuerdo con este artículo "1. Las partes que suscriben el presente 
Convenio reconocen a la Comisión de Interpretación, Vigilancia, Estudio y Aplicación (CIVEA) 
como instancia previa en la que habrá de intentarse, en primer término, la solución de los conflictos 
que se susciten en el ámbito del mismo. En consecuencia, cualquier conflicto de interpretación o apli-
cación del Convenio que se plantee por cualquiera de las partes requerirá la previa sumisión del 
mismo a la CIVEA. Igual norma regirá para los conflictos de interpretación y aplicación de los acuer-
dos o pactos que lo desarrollen...3. En todo caso, las partes se comprometen a negociar en el más 
breve plazo posible un sistema de solución extrajudicial de los conflictos, individuales y colectivos, 
que surjan en el ámbito del Convenio". Y aún más crítpico, como segundo ejemplo, es la DA 8 del 
Acuerdo de 18 marzo 1996. del Convenio Colectivo del peronal laboral de la Comunidad Autónoma 
de Murcia, BO. Región de Murcia 2 abril 1996, núm. 77 que se limitaaba a señalar que "En caso de 
surgir discrepancias en orden a la interpretación o aplicación del presente Convenio, cuando no fuera 
posible llegar a acuerdo a través de los mecanismos previstos en el mismo, podrá acudirse al proce-
dimiento establecido en el artículo 38 de la Ley 9/1987, de 12 de junio (RCL 1987\1450), de órganos 
de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servi-
cio de las Administraciones Públicas". 
Y paradójicamente, lo cierto es que ninguno de estos dos preceptos es real-
mente aplicable al personal laboral de la Administración en sus conflictos colec-
tivos jurídicos, ya sean estos colectivos o individuales. 
Comenzando por estos últimos, es evidente que cualquier reclamación frente 
al Estado, las CCAA, las Entidades Locales o a los organismos autónomos depen-
dientes exigirá no ya una simple conciliación previa, como al resto de asalaria-
dos, sino una reclamación previa a la vía judicial". Y a diferencia del anterior, en 
este segundo caso de reclamación previa, la LPL no prevé –aunque quizás en un 
futuro pudiera y debiera preverla— su posible sustitución por mecanismos como 
éstos creados por los interlocutores sociales al amparo del art. 83 ET. De ahí que 
en la práctica, y dejando a un lado su deseable modificación legal, la posible 
inclusión de estos conflictos individuales del personal laboral de estas entidades, 
aunque seguramente posible al amparo del art. 91 ET –siempre, claro está que 
fueran voluntariamente aceptados por las partes—, no evitaría la necesidad de 
esta misma reclamación previa, lo que en la práctica supone –a salvo de las ima-
ginativas construcciones convencionales sobre las que volveremos inmediata- 
mente 	 una enorme reducción de la posible utilidad práctica y real de estos 
mecanismos en el campo de la Administración Pública y su personal laboral'. 
Y algo similar, aunque con mayor complejidad teórica sucede en el campo de 
los conflictos jurídicos colectivos. Y ello porque, aunque la cuestión ha sido tra-
dicionalmente discutida tanto doctrinalmente como en suplicación, hoy parece 
asumirse que, en estos casos, y a diferencia del resto del personal laboral, los asa-
lariados de las distintas Administraciones Públicas no estarían sometidos, como 
consecuencia de un a interpretación conjunta de los art. 70 y 155.2 LPL a ningún 
tipo de conciliación previa para poder iniciar el proceso de conflicto colectivo". 
Estas reclamaciones quedarían así exoneradas tanto de reclamación administra-
tiva previa como de una conciliación general que, a pesar de una autorizada opi-
nión en contra, no renacería en este concreto supuesto". 
11. Sobre la misma, por todos, De Nieves Nieto La reclamación administrativa previa en los pro-
cesos de trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2001 
12. Coincidimos por tanto con las ideas expuestas por T. Sala Franco, C.L. Alfonso Mellado, Los 
acuerdos estatal y autonómicos sobre solución extrajudicial de conflictos laborales, CES, 2001, p. 38 
Y SS. 
13. Sobre esta discusión doctrinal véanse, pro ejemplo, las distintas posiciones mantenidas por 
autores de tanto prestigio como M. Aonso Olea, C. Miñambres, Derecho Procesal del Trabajo, 
Civitas, 1994., p. 240; A. Baylos Grau, J. Cruz Villalón, M.F. Fernández López, Instituciones de 
Derecho Procesal laboral, Trotta, 1995, p. 246. 
14. Véase la STS de 29 de diciembre de 1999, Ar. 570, recogiendo la postura mayoritaria en la doc-
trina judicial: SSTSJ Andalucía -Granada- de 20 de abril de 1992, As. 2190; País Vasco de 24 de noviem-
bre de 1992, As. 5652, de 16 de noviembre de 1999, As. 4217 y de 27 de junio de 2003, As. 2474; 
Aragón de 15 de julio de 2000, As. 2521; sólo algún pronunciamiento aislado había mantenido la pos-
tura contraria, exigiendo la conciliación previa: STSJ de Cataluña de 13 de noviembre de 1995, As. 4455 
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Pues bien, si a la ausencia de esta necesidad unimos lo incomprensible en estos 
casos de otro tipo de conflictos cuyo encallamiento puede tramitarse por estas 
vías –por ejemplo, mediaciones en periodos de consulta por despidos colecti-
vos— comprenderemos otras de las posibles razones que han limitado o han 
fomentado esta inaplicación de dichos sistemas en el campo de las 
Administraciones Públicas". 
En cualquier caso, obsérvese que más que ante un impedimento estamos ante 
una dificultad. De ahí que, desde luego, se trate más de un elemento que puede 
coadyuvar con los anteriores hacía la ya comentada exclusión, que un impedi-
mento real que niegue la viabilidad jurídica de la posible utilización de estos sis-
temas por parte del personal laboral de las distintas Administraciones Públicas 
En el caso de los conflictos colectivos es evidente que la ausencia de una obli-
gación previa de acudir a la conciliación no supone la imposibilidad de intentarla 
ni de articular la misma, siquiera sea de forma voluntaria, ante estos mismos sis-
temas. Es más, a nuestro juicio nada impediría que incluso en este campo las pro-
pias partes pactarán la obligatoriedad de este tipo de procedimientos vía convenio 
colectivo, ya que la exoneración legal en nada impide el juego de la autonomía 
colectiva al amparo del art. 91 ET, que evidentemente se mueve en otro ámbito. 
En cambio, es cierto que en el caso de los conflictos individuales la cuestión 
se torna más compleja. Pero también debe recordarse que la existencia de una 
reclamación previa necesaria, no impide al menos teóricamente –otra cosa será su 
trascendencia práctica— la apertura de dichas vías. Y todo ello sin olvidar la solu-
ción práctica que a esta cuestión se ha comenzado ya a dar en ciertas 
Comunidades Autónomas, básicamente en Cantabria. Y es que en relación con el 
ORECLA y los conflictos individuales, se ha fomentado en esta Comunidad una 
actuación negociador sumamente peculiar e incluso creativa, pero a mi juicio, 
plenamente posible como opción voluntaria dentro del marco que proporciona la 
Ley 30/1992. Y es que a través de una regulación convencional, la 
Administración asume expresamente que «La mediación-conciliación del ORE-
CLA podrá ser solicitada por los reclamantes en sus escritos de reclamación pre-
via, configurándose su intervención... como un trámite procedimental más en la 
elaboración de la resolución administrativa que resuelva la reclamación previa». 
«Solicitada en la reclamación administrativa previa la mediación-conciliación del 
ORECLA, (la empresa, en este caso la administración o Ente de Derecho 
Público) podrá dar traslado de la misma a dicho organismo, debiendo el ORE-
CLA convocar a las partes y tramitar todo el procedimiento de mediación-conci-
liación en un plazo no superior a diez días, dejando constancia en el acta de com-
parecencia del posible acuerdo, que se tendrá por no puesto en caso de que la  
resolución administrativa, que posteriormente se dicte, no lo asuma como pro-
pio". Y ello porque, para cerrar el círculo, estos mismos convenios establecen 
igualmente que «La propuesta del Órgano mediador-conciliador que pueda reco-
ger el acta de comparecencia en el ORECLA se tendrá por no puesta cuando la 
misma no hubiera sido ratificada en la resolución de la reclamación previa». 
Finalmente, en lo que no parece que existiera problema jurídico alguno sería 
en reconocer y aplicar estos sistemas cuando el conflicto fuera de intereses. Más 
allá de las tradicionales limitaciones establecidas en relación con los posibles 
incrementos salariales por las leyes anuales de presupuestos, el peculiar procedi-
miento de control u otras peculiaridades propias de este singular tipo de negocia-
ción, no parece que nada impidiera la utilización de estos sistemas, sobre todo en 
las situaciones de impasse o bloqueo de la negociación en Administraciones 
como, por ejemplo, las Corporaciones Locales". 
En conclusión, no parecen existir impedimentos técnicos y normativos radi-
calmente insalvables para esta posibilidad. Cuestión distinta es que las dificulta-
des o peculiaridades claramente existentes, puedan actuar sinérgicamente con las 
motivaciones ligadas a la falta de legitimación antes señaladas llevando a la 
igualmente posible exclusión de este tipo de conflictos de tales sistemas. De ahí 
que sea ya tiempo de analizar cual es, en definitiva, la posición actual que nor-
mativamente, pero también en la práctica, neutras estos sistemas creados por 
acuerdos del art. 83 ET frente a este tipo de conflictos, cualificado por la presen-
cia en él de la Administración como empleador. 
1.3. La situación actual: sistemas autónomos o privados y conflictos entre el 
personal laboral y las Administraciones Públicas 
Pues bien, lo cierto es que como ya hemos tenido ocasión de apuntar, todas 
estas razones —a las que pudieran unirse puntualmente otras propias de cada sis-
tema— hicieron que ya desde un principio no fueran pocos los sistemas privados, 
negociados por los interlocutores sociales, que de una u otra forma excluyeron de 
su ámbito de aplicación y, por tanto, de las garantías reforzadas que la ley proce-
sal les otorga, a este tipo de conflictos. 
16. Véase, por mencionar tan sólo dos ejemplos, el Anexo VI. De Sumisión del Semas al 
Organismo de Resolución Extrajudicial fe Conflictos Laborales de Cantabria, del Cconvenio 
Colectivo del Servicio Municipalizado de Abastecimiento de Agua y Saneamiento de Santander 
(SEMAS); Boletín Oficial de Cantabria Número 96 Fecha Publicación: 18-05-2004; o el Convenio 
Colectivo del Instituto Municipal de Deportes del Ayuntamiento de Santander, publicado en el Boletín 
Oficial de Cantabria n° 146 de 31/07/2002 
  
17 Nuevamente y por todos, T. Sala Franco, C.L. Alfonso Mellado, Los acuerdos estatal ..., cit., 
pág. 41. 
  
15 Vid T. Sala Franco, C.L. Alfonso Mellado, Los acuerdos estatal ..., cit., p. 41 
   
Esta exclusión, conviene decirlo ya desde un principio, no se produjo ni se 
produce en todos y cada uno de los casos, pero sí en un número significativo de 
acuerdos. De ahí que, dejando a un lado su evolución histórica, un rápido repa-
so por el «tejido» construido por estos acuerdos demuestra la presencia de muy 
diversas posiciones, formales y materiales, ante este tipo de conflictos 
-1. En este sentido, un primer grupo de acuerdos estaría constituido por todos 
aquellos que de forma expresa, clara y diáfana excluyeron y aún excluyen, sin 
ningún género de dudas de su ámbito de aplicación a aquellos conflictos en los 
que sean parte el Estado, las Comunidades Autónomas, o las entidades locales 
u organismos autónomos dependientes de los mismos, a que se refiere el artí-
culo 69 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral. 
Éste sería el caso, por ejemplo, del art. 1.2 ASEC III, del mismo artículo del 
Acuerdo sobre Solución Extrajudicial de Conflictos Laborales de Castilla-La 
Mancha'8; el art. 1.2. del Acuerdo sobre Solución Extrajudicial de Conflictos 
Laborales en la Región de Murcia (ASECMUR) o del art. 6.2 del IV Acuerdo de 
Solución Extrajudicial de Conflictos Laborales de La Comunidad Valenciana de 
14 de junio de 200519. 
Con todo quizás fuera interesante resaltar que el impacto de esta exclusión no 
es el mismo en todos los casos. Y ello porque si bien en el ASEC, el ámbito terri-
torial de los conflictos que pueden tramitarse por dichos procedimientos conlleva 
la exclusión, básicamente, de la Administración Central y sus organismos autóno-
mos –no así, como y hemos dicho, de las empresas o sociedades públicas—, en el 
caso de los sistemas autonómicos, esta exclusión no sólo abarcaría a la 
Administración territorial que financia o apoya económicamente el sistema, sino 
que también afectaría a otros sujetos públicos como son las Corporaciones Locales, 
especialmente interesadas, en bastantes ocasiones, en este tipo de procedimientos. 
Quizás por ello, dentro de este grupo también cupiera diferenciar entre los siste-
mas en los que esta exclusión se ha llevado realmente a la práctica de aquellos otros 
como el sistema valenciano en el que si bien la norma sigue excluyendo de su ámbi-
to de aplicación a los conflictos antes mencionados, en la práctica, las peticiones 
solicitadas y admitidas voluntariamente por ambas partes parecen ser objeto de tra-
mitación, cediéndose por parte del Tribunal Laboral Arbitral los medios materiales 
y humanos del sistema. Lo peculiar, obviamente, es que en estos casos, al carecer 
del «paraguas» que le proporciona el art.83 ET, los posibles acuerdos que pudieran 
alcanzarse carecerían de la eficacia reforzada que, por ejemplo, proporcionaría la 
DA 7 LPL, quedando, por tanto, como meros acuerdos transaccionales. 
18. Publicado en DOCM n° 37, de 23 de agosto de 1996 
19. (DOG.V. N°. 5057, de 26/07/2005) 
-Un segundo grupo de acuerdos estaría compuesto por todos aquellos sistemas 
que ni incluyen ni excluyen expresamente ese tipo de conflictos de su campo 
de actuación, limitándose a guardar silencio sobre este tema. Históricamente 
ha sido esta la fórmula más usual, pudiendo subsumirse en este grupo los 
acuerdos de Canarias, Cataluña, Extremadura, Galicia, La Rioja, Madrid, 
Navarra" y el País Vasco. 
En principio, podría pensarse que este silencio supone en la práctica su inclu-
sión si tan siquiera parcial en los mencionados acuerdos. Y ello porque la genéri-
ca subsunción de los conflictos planteados entre la Administración y sus asala-
riados dentro de los conflictos objeto de estos sistemas, unido a la inexistencia de 
una exclusión expresa debiera suponer lógicamente su inclusión tácita, al menos 
en los conflictos colectivos. Y, de hecho, esto último parece ser lo que está ocu-
rriendo –o, al menos esto es lo que se deduce de un rápido cuestionario al que han 
sido objeto alguno de los gestores de dichos sistemas— en acuerdos como el 
madrileño, el catalán, el vasco, el navarro (tanto en colectivos como en conflic-
tos individuales) o el canario en donde sí se admiten los conflictos de este tipo de 
personal, aunque con la excepción, de los individuales, nuevamente, y por lo que 
parece, por la no sustitución de la reclamación previa. 
En cualquier caso, no debemos olvidar nuevamente la ligazón que muchos de 
estos sistemas siguen teniendo con el ámbito tradicional de la conciliación previa 
a la que estos conflictos, como ya hemos visto, no están llamados. O la impron-
ta claramente iusprivatista que se les ha querido conferir. De ahí que no deba 
extrañarnos que esta cuestión permanezca a veces confusa, cuando no se niegue 
en la práctica esta misma posibilidad, como, por ejemplo parece suceder en el 
caso de los sistemas de La Rioja o el gallego. 
Con todo, un caso peculiar de esta última interpretación, ligada, aunque pueda 
parecer paradójico, a una cierta tendencia a ir eliminando progresivamente esta 
exclusión, vendría representado, al menos a mi juicio, por el reciente III Acuerdo 
sobre Solución Extrajudicial de Conflictos Laborales en Aragón'. Y ello porque 
si bien este nuevo acuerdo ha eliminado la antigua referencia de la DA 1 del ante-
rior Reglamento que parecía impedir la tramitación de este tipo conflictos, lo 
cierto es que el contacto con sus organismos gestores parece mostrar aún una 
clara reticencia o incluso la negativa en la práctica a la admisión de los mismos 
en estos mecanismos convencionales. 
-Por último, otro caso sumamente peculiar, pero sin duda altamente interesan-
te, es el del Acuerdo Extremeño. Como ya hemos señalado el Acuerdo de cre-
ación de este sistema nada señala expresamente sobre este tema. Pero en este 
20. Resolución del 3 de abril de 1996 (BON n° 57, de 10 de mayo de 1996) 
21. BOJA de 9 de Enero de 2006 
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caso, sí ha existido, de un lado, una adhesión expresa de la Administración 
Pública Autonómica y de otra de las Diputaciones Provinciales de Cáceres y 
Badajoz. En el primer caso, mediante un Acuerdo Administración-Sindicatos 
para solicitar la adhesión al acuerdo para la solución extrajudicial de conflic-
tos de Extremadura (ASEC-EX)22; y en los restantes por la Disposiciones 
Adicionales Quintas del Convenio Colectivo del Personal Laboral de la 
Diputación de Cáceres' y en el Capítulo XI del Convenio Colectivo del 
Personal Laboral de la Diputación de Badajoz", cuyo contenido, por cierto, 
resulta idéntico al del Acuerdo sobre materia concreta antes señalado: Más allá 
de su concreto contenido, sobre el que volveremos puntualmente al hilo de las 
posibles peculiaridades en este tipo de procedimientos, lo que sí nos gustaría 
resaltar es que en todos los casos lo que se establece convencionalmente es un 
modo de resolución alternativo de conflictos colectivos laborales surgidos 
entre la respectiva Administración con su personal laboral; un procedimiento 
que consistirá en la intervención del Servicio Regional de Mediación y 
Arbitraje de Extremadura, de conformidad con lo previsto en el Acuerdo 
Interprofesional de Solución Extrajudicial de Conflictos Laborales. Y todo ello 
unido a una serie de acomodaciones del mismo centrada en la posibilidad de 
que la correspondiente Administración participe con voz – solo se dice con-
voz— en la Comisión Paritaria de Seguimiento del acuerdo ASEC-EX en 
aquellos asuntos que específicamente le afecten, y la de poder proponer 
mediadores o árbitros con carácter permanente e integrarlos en el listado de 
mediadores y árbitros del Servicio Regional de Mediación y Arbitraje. 
-Finalmente, y por no extendernos en demasía, el último supuesto sería el de 
admisión expresa de este tipo de conflictos, aunque aquí, nuevamente cabría 
hacer otra subdivisión. Y es que el estudio de estos sistemas nos permitiría 
diferenciar ente aquellos que no establecen condición alguna para la tramita-
ción de este tipo de conflictos, como sería el caso de Andalucía, de aquellos 
oros en los que la admisión, ya sea de todos o de algún tipo de conflicto, queda 
condicionada a la superación de alguna exigencia más o menos rígidas, espe-
cíficas para estos casos, y normalmente ligadas a la adhesión convencional por 
parte de sujetos representativos, a la que se une en ciertas ocasiones la apro-
bación de la propia Comisión paritaria del Acuerdo en cuestión. 
Éstas condiciones, en las que cabe apreciar seguramente el influjo del art. 91 
ET y de algunas de los temores a los que antes hacíamos referencia, aparecen, por 
ejemplo en los art. 5.4 y 6.3 del II Acuerdo Interprofesional sobre renovación y 
potenciación del Tribunal de Arbitraje y Mediación de las Illes Balears 
22. Publicado el DOE. múmero 49, de 30 de Abril 2002 
23. Publicado en DOE., múmero 75 de 28 de Junio 2003 
24. Publicado en el DOE., número 127 de 2 de Noviembre 2002. 
(TAMIB)25; en el art. 9 del II Acuerdo Interprofesional sobre Procedimientos de 
Solución Autónoma de Conflictos Laborales de Castilla y León (ASACL), que 
fue firmado, el día 18 de abril del 2005 por CECALE, CC.00. y U.G.T. de 
Castilla y León26; o en el art. 4.4. del IV Acuerdo Interprofesional de Cantabria 
sobre Resolución Extrajudicial de Conflictos Laborales. 
Así, por ejemplo, el primero exige que para la intervención del T.A.M.I.B. en 
este tipo de conflictos la existencia de acuerdo o convenio previo firmado entre 
los representantes de ambas partes, de acuerdo con lo establecido en artículo 6.3 
del dicho Acuerdo Interprofesional. 
En el segundo se establece expresamente que para la intervención del ORE-
CLA en conflictos suscitados entre cualquier Administración Pública con el per-
sonal a su servicio en conflictos laborales distintos a los colectivos jurídicos del 
art. 6.2, será en todo caso necesario la existencia de acuerdo o convenio previo 
firmado entre los representantes de ambas partes. Dicho acuerdo o convenio 
–sigue exigiendo el acuerdo Cántabro—, recogerá el ámbito material, subjetivo, 
temporal y procedimental, y será plenamente eficaz sólo tras ser aprobado pre-
viamente por la Comisión Paritaria del ORECLA, registrado en la Dirección 
General de Trabajo y Consejería de Presidencia del Gobierno de Cantabria y 
publicado en el Boletín Oficial de Cantabria. En caso contrario, de no existir 
acuerdo o convenio el ORECLA se abstendrá de intervenir comunicándoselo al 
solicitante en el plazo de 48 horas. 
Finalmente en el caso de ASACL27 tan sólo se admite la tramitación de este 
tipo de conflictos cuando en el convenio colectivo, suscrito entre la correspon-
diente Administración Pública de Castilla y León y el personal laboral a su ser-
vicio —o en su defecto mediante acuerdo expreso suscrito al efecto entre dichas 
partes y siempre que tengan legitimación suficiente para obligar en dicho ámbi-
to—, se haga referencia expresa a la adhesión a dicho Acuerdo y a los procedi-
mientos previstos en el mismo como mecanismo para someter las discrepancias 
existentes en la respectiva Comisión Paritaria sobre conflictos incluidos en el 
ámbito de aplicación del mismo. Es más, el mismo precepto se establece expre-
samente que para la intervención del SERLA en este tipo de conflictos, será, por 
tanto necesario que se suscriba un convenio de adhesión previo entre el SERLA 
y la Comisión Paritaria del convenio correspondiente, en los términos estableci-
dos en el tantas veces mencionados Acuerdo. 
25. Publicado en el BOIB Num. 18 de 03 de febrero de 2005 
26. Pblicado en BOCYL el 20 de mayo de 2005. 
27. Que en cambio si admite expresamente los conflictos suscitados —art. 4 del Acuerdo— por el 
personal que preste sus servicios en Entidades Públicas Empresariales a las que se les encomienda la 
realización de actividades prestacionales, la gestión de servicios o la producción de bienes de interés 
público susceptibles de contraprestación, que se rigen por el derecho privado y estén ubicadas en el 
ámbito territorial de Castilla y León». 
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Con todo, quizás lo más significativo de este último acuerdo es que en el caso 
concreto del ASACL esta regulación es relativamente nueva, puesto que con ante-
rioridad este mismo sistema preveía –art. 7 del Acuerdo— la exclusión expresa 
de este tipo de conflictos de su ámbito de aplicación. De ahí que, como veremos, 
se trate de un ejemplo más de una tendencia, al menos en nuestra opinión clara-
mente perceptible, de ir eliminando, aunque sea de forma progresiva y con cau-
telas, una exclusión que, como hemos visto, no presenta, al menos en el plano 
colectivo problemas o dificultades insalvables, sobre todo si ambas partes mani-
fiestan su deseo de acudir a estos sistemas. 
En definitiva, progresiva ampliación en la práctica, aunque aún queden resi-
duos de una exclusión tradicional, y dificultades ya analizadas con anterioridad. 
2. LA CUESTIÓN EN ANDALUCÍA: EL SERCLA COLECTIVO Y EL 
SERCLA INDIVIDUAL 
En cualquier caso, y tras toda esta introducción general, quizás haya llegado 
ya el momento de profundizar algo más en la historia y estructura del sistema al 
que nuclearmente va dirigida esta intervención: el Sistema Extrajudicial de 
Solución de Conflictos Laborales de Andalucía, normalmente conocido por su 
acrónimo SERCLA. 
En este sentido parece conveniente comenzar este segundo apartado de nues-
tra intervención situando al menos cronológica y estructuralmente el Sistema 
Extrajudicial de Resolución de Conflictos Laborales en Andalucía (SERCLA), al 
mismo tiempo que se analizan, ya al hilo de este concreto sistema, las posibles 
peculiaridades que suscitan o podrían suscitar en este singular tipo de conflictos. 
2.1. El origen, la evolución y la estructura final del SERCLA: su relación con 
los conflictos laborales en el seno de las Administraciones Públicas 
En este sentido, conviene comenzar destacando como en Andalucía, las primeras 
discusiones sobre la posibilidad de instaurar un Sistema de Solución Extrajudicial de 
Conflictos Laborales para nuestra Comunidad se produjeron de forma algo tardía, 
cuando otras Comunidades históricas como el País Vasco, Cataluña o Galicia, ya 
poseían estos mismos mecanismos. Fue en ese año 1991 cuando tuvo lugar un pro-
fundo debate sobre esta materia en los órganos Colegiados del Consejo Andaluz de 
Relaciones Laborales –organismo público que como veremos siempre ha estado 
ligado a esta cuestión—, debate que dio lugar a la realización de un primer informe, 
realizado por los Servicios Jurídicos de dicho Órgano, en el que se analizó la viabi-
lidad y encaje en nuestro ordenamiento jurídico de un posible Sistema que estable-
ciese cauces y procedimientos autónomos para la solución de los conflictos colecti-
vos y laborales producidos dentro de nuestra Comunidad. 
Bajo estas premisas, y con el carácter de compromiso concreto, este tema se 
incorporó a varios de los sucesivos Acuerdos de Concertación Tripartita, suscri-
tos por la Junta de Andalucía, la Confederación de Empresarios de Andalucía, la 
Unión General de Trabajadores y Comisiones Obreras Andalucía. Así, esta refe-
rencia aparecía ya en el primero de los grandes acuerdos de concertación social 
que jalonan la última década en nuestra Comunidad: el Acuerdo para el 
Desarrollo Económico y Social de Andalucía firmado el 17 de mayo de 1993 que 
contemplaba expresamente la necesidad de implantar un sistema de solución 
extrajudicial de conflictos en Andalucía. 
Pero, con todo, lo seguramente más importante a los efectos concretos que 
aquí interesan, fue que posteriormente en el Pleno del CARL celebrado en junio 
de 1993 se planteó la realización de un nuevo dictamen sobre la implantación de 
este sistema, acordándose que se suscribiría como Acuerdo Interconfederal, pero 
afectando y esto es lo importante, no sólo «a los conflictos surgidos entre traba-
jadores y empresarios o a sus organizaciones representativas» sino también y 
expresamente «a la Administración Laboral con respecto a su personal laboral». 
Por tanto, ya desde su mismo origen la inclusión de este tipo de conflictos colec-
tivos estaba no ya implícitamente admitida, sino expresa y claramente recogida 
en el primer acuerdo político sobre la creación de este sistema. Y por su parte 
similar orientación estuvo igualmente presente en el Pacto Andaluz por el Empleo 
y la Actividad Productiva de 13 de febrero de 1995, que aludía igualmente a la 
necesidad de formalizar definitivamente un sistema extrajudicial de solución de 
conflictos que ayudase a fomentar la negociación colectiva, disminuyera el recur-
so a los órganos judiciales y limitase a la necesaria la conflictividad social. Es ya 
en este Pacto, que incluía ya al personal laboral de las Administraciones Públicas, 
donde se efectuaba un diseño concreto del futuro sistema, sentándose las bases 
precisas para el desarrollo de un esquema de tipo conciliador-mediador, en el que 
se incluirían también procedimientos de arbitraje. 
En cualquier caso, de lo que no cabe duda es de que esta inclusión de los con-
flictos que aquí interesan se produjo ya sin problemas en «Acuerdo 
Interprofesional para la Constitución del Sistema de Resolución Extrajudicial de 
Conflictos Colectivos Laborales de Andalucía» –ASERCLA en adelante—sus-
crito el 3 de abril de 1996,. Este Acuerdo fue publicado en el B.O.J.A. n° 48 de 
23 de abril, y aparecía suscrito por la Confederación de Empresarios de 
Andalucía, la Unión General de Trabajadores y Comisiones Obreras basándose 
en las previsiones contenidas en el art. 83.3 del Estatuto de los Trabajadores, y de 
conformidad con la mayor representatividad que les otorga a los sujetos intervi-
nientes el Título III del citado Estatuto y el Título II de la Ley Orgánica de 
Libertad Sindical. Lo importante a estos efectos es que ya en el mismo se esta-
blecía expresamente su aplicación a los conflictos colectivos suscitados en el 
seno de las Administraciones Públicas y su personal laboral. Y esta misma apli-
cación se deducía de su Reglamento de Desarrollo que, según se establece en la 
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Disposición Adicional Primera de su Acuerdo de creación, fue objeto de aproba-
ción y suscripción, con el carácter igualmente de Acuerdo Interprofesional, por 
los mismos sujetos que suscribieron el SERCLA. Dicho Acuerdo —RSERCLA 
en adelante— fue suscrito el 11 de mayo de 1998, siendo objeto, durante estos 
seis años, de diversas modificaciones y adaptaciones, siempre mediante el acuer-
do de todas las organizaciones firmantes (su última redacción en el BOJA de 4 
de febrero de 2004) que no han alterado, obviamente la plena aplicabilidad de 
este sistema a los conflictos laborales suscitados en el seno de las 
Administraciones Públicas andaluzas, ya sean estas autonómicas como locales. 
En cambio, la situación se vuelve bastante más compleja en el caso de los conflic-
tos individuales. Y es que el reciente Acuerdo Interprofesional de 4 de marzo de 2005 
(BOJA n. 68 de8 de abril de 2005), procedió a incorporar un sistema de solución para 
determinados conflictos individuales en el seno del SERCLA que pasaba ahora a deno-
minarse Sistema Extrajudicial de Solución de Conflictos en Andalucía, perdiendo 
ahora su anterior referencia al carácter colectivo de los mismos, que quedaba ahora 
reservado para uno de los dos subsistemas que integraban el actual SERCLA. 
Pues bien el problema es que en relación con este subsistema para ciertos con-
flictos individuales, ni el Acuerdo en sí, ni su desarrollo más detenido realizado por 
el Acuerdo de la Comisión de Seguimiento de 20 de abril de 2005 (BOJA n. 186, de 
22 de septiembre de 2005) señalan nada sobre su aplicación o no al personal laboral 
de la Junta de Andalucía. Y aunque este silencio podría interpretarse nuevamente 
como una tácita aceptación de esta posibilidad, lo cierto es que el mantenimiento de 
la reclamación administrativa previa, unida a lo relevante de este silencio si se com-
para con la tajante incorporación en el acuerdo colectivo nos hacen dudar, no ya sólo 
de la viabilidad práctica de este tipo de solicitudes –a la espera de cláusulas como 
las ya señaladas en Cantabria— sino incluso de su misma viabilidad. 
De ahí que, en definitiva, nos centremos básicamente en una suscita explica-
ción del subsistema colectivo, identificando con algo más de detalle las posibles 
peculiaridades o problemas que la aplicación del mismo podría dar lugar en los 
conflictos sobre los que se ha de centrar nuestra intervención 
Esquema 1: Estructura final del SERCLA y su relación con los conflictos del perso-
nal laboral de las AAPP 
2.2. Algunas notas sobre el SERCLA colectivo y sus peculiaridades cuando 
intervienen AAPP 
Pues bien, centrándonos ya de forma más limitada en este subsistema del SER-
CLA establecido en relación con los conflictos colectivos', quizás sea conve-
niente señalar como en sus aspectos orgánicos, tanto el Acuerdo como su actual 
Reglamento otorgan un papel central a las organizaciones laborales y empresa-
riales firmantes del mismo, atribuyéndoles de forma rotatoria la Presidencia del 
entero sistema, mientras que su Secretaría, como órgano permanente de gestión 
se atribuye —en este complicado reparto de papeles en busca de la legitimidad y 
de la eficiencia— a un funcionario de acreditada cualificación profesional de los 
adscritos nuevamente al CARL. 
La Administración Pública, por tanto, a pesar de poder articular a través de 
esta vía cuestiones relativas a su personal laboral, y de firmar igualmente aquel 
primer acuerdo, se configura, básicamente, como un tercero cuya intervención 
contractual es meramente instrumental, sin merma por tanto de la naturaleza 
interprofesional de dicho acuerdo29, «facilitando los medios o soportes persona-
les, económicos y funcionales de los que carecen las partes que vienen obligadas 
por el Acuerdo», pero sin ser parte en el mismo". Ésta es, en definitiva, la razón 
de que nunca asuma realmente la presidencia de un sistema, que le es externo, 
aunque pueda utilizarlo, si nos permiten la expresión coloquial, casi como un 
simple «invitado». 
Ahora bien, el hecho de que no forme parte material del acuerdo no significa 
que en los procedimientos en los que forme parte no puedan producirse, y de 
hecho se produzcan algunas peculiaridades y, por cierto no pocas dudas. De ahí 
la necesidad de profundizar algo más en esta cuestión. 
En principio, estas diferencias o peculiaridades no se dan normalmente en 
relación con las exigencias para su aplicación o el tipo de conflictos cuya solu-
ción puede intentarse a través del Sistema. A diferencia del ASEC, y de otros sis-
temas, el SERCLA no exige ni en este ni en ningún otro caso, ratificación previa 
alguna mediante instrumento colectivo, siendo en todo caso de plena aplicación 
en los conflictos colectivos, de intereses y jurídicos, extrasistemáticos y ligados 
a la huelga o a la prevención de riesgos laborales en el contemplados. De ahí que, 
a diferencia también de algunos otros sistemas que ya hemos señalado –por ejem-
plo, el art. 9 del II Acuerdo Interprofesional sobre Procedimientos de Solución 
28. Para una breve panorámica del mismo véase M.F. Fernández López, M. Rodríguez-Piller°, 
«Estudio Preliminar», en Sistema Extrajudicial de Solución de Conflictos Colectivos Laborales de 
Andalucía, CARL, 1999. 
29. Sentencia del Tribunal Supremo, de la Sala IV de lo Social, de 30 de enero de 1999 (RJ 1118), 
30. STSJ de Andalucía (Granada) de 22 de diciembre de 1997 (AS 4631), 
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Autónoma de Conflictos Laborales de Castilla y León (ASACL)— tampoco sea 
es necesario como peculiaridad en estos casos que el convenio colectivo de la 
correspondiente Administración Pública, o en su defecto el acuerdo expreso sus-
crito al efecto entre partes con legitimación suficiente para obligar en dicho ámbi-
to, haga referencia expresa a la adhesión al mencionado Acuerdo y a los procedi-
mientos previstos en el mismo como mecanismos, del mismo modo que tampoco 
será necesario que se suscriba un convenio de adhesión previo entre el SERCLA 
y la Comisión Paritaria del convenio correspondiente, en los términos estableci-
dos en el Acuerdo de Castilla y León31. 
Sin embargo, este carácter inmediato de su capacidad de aplicación no impide 
ni que, cuando así lo decidan las partes, estos mismos convenios, normalmente 
de corporaciones locales, decidan realizar expresamente esta adhesión. Es más 
este sometimiento convencional ex. art. 91 ET puede ser extraordinariamente 
importante en este concreto campo en la medida en la que venga o pueda suplir 
la ya comentada ausencia de una obligación legal de acudir a la conciliación pre-
via a la jurisdicción. 
Pues bien, normalmente el porcentaje de convenios colectivos de AAPP que rea-
lizan esta remisión se mueve en una horquilla de entre el 12 al 15%, sin grandes 
variaciones durante estos últimos años como se aprecia en el siguiente gráfico. 
Gráfico 1: Porcentaje de convenios de las AAPP con remisión al SERCLA (2002-2005) 
Fuente: Consejo Andaluz de Relaciones Laborales; 2006 datos provisionales a abril de 2006 
31 Como ya hemos visto, una reglas similares, si bien para conflictos no jurídicos, se encuentran tam-
bién en el art. 4.4 del Acuerdo regulador del ORECLA, de acuerdo con el cual «para la intervención del 
ORECLA en conflictos suscitados entre cualquier Administración Pública con personal a su servicio en 
conflictos laborales distintos a los colectivos jurídicos del apartado segundo de este artículo, será nece-
sario la existencia de acuerdo o convenio previo firmado entre los representantes de ambas partes. Este 
acuerdo o convenio, que recogerá el ámbito material, subjetivo, temporal y procedimental, será plena-
mente eficaz una vez aprobado previamente por la Comisión Paritaria del ORECLA, registrado en la 
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Con todo, lo que si llama la atención es que este número de convenios, que como deci-
mos no ha superado nunca la veintena, afectan ya a cerca de 50.000 trabajadores, lo que 
supone entre un 62 y un 72% de los trabajadores afectados por estos mismos convenios. 
Y ello sólo se explica si este tipo de cláusulas se establecen, sobre todo, en las corpora-
ciones locales y en las unidades de negociación con mayor importancia personal. 
Tabla 1: Convenios, trabajadores y «empresas» que se remiten al SERCLA 
en el sector de las AAPP. Totales y porcentajes (2002-2005) 
Número de 	Trabajadores 
trabajadores 	cubiertos por 	Trabajadores 
afectados 	conv. AAPP 
2002 16 106 15,09% 6657 23200 28,69% 
2003 17 114 14,91% 30621 49339 62,06% 
2004 10 81 12,35% 30113 42011 71,68% 
2005 14 101 13,86% 30875 45757 67,48% 
2006 12 81 14,81% 31268 42920 72,85% 
Fuente: Consejo Andaluz de Relaciones Laborales; 2006 datos provisionales a abril de 2006 
Por otra parte tampoco parece que en este caso existan diferencias en relación 
con los sujetos legitimados para iniciar el procedimiento, tal como están previs-
tos para el procedimiento general en el art. 14 RSERCLA. La única observación 
sería situar expresamente a la correspondiente Administración en el lugar que le 
corresponde, que no es otro que el del empleador. Y de hecho, tampoco parece 
que sea ésta una materia en la que haya notables peculiaridades en aquellos otros 
sistemas que expresamente lo admitan, o que han articulado esta participación a 
través de acuerdos expresos de Adhesión. Sirve por como ejemplo la remisión 
general del art. 3 del Acuerdo Administración-Sindicatos para solicitar la adhe-
sión al Acuerdo para la Solución Extrajudicial de Conflictos de Extremadura 
(ASEC-EX)32; la DA Quinta. 3 del Convenio Colectivo del Personal Laboral de 
la Diputación Provincial de Cáceres y la Corporación Provincial" que, con una 
Dirección General de Trabajo y Consejería de Presidencia del Gobierno de Cantabria y publicado en el 
Boletín Oficial de Cantabria En caso de no existir acuerdo o convenio el ORECLA se abstendrá de inter-
venir comunicándoselo al solicitante en el plazo de 48 horas»; o en los art. 5.4 y 6.3 del Acuerdo regu-
lador del TAMIB en las Islas Baleares de acuerdo con los cuales. Para la intervención del T.A.M.I.B. en 
conflictos suscitados entre cualquier Administración Pública con personal a su servicio en conflictos 
laborales, será necesaria la existencia de acuerdo o convenio previo firmado entre los representantes de 
ambas partes, de acuerdo con lo establecido en artículo 6.3 del presente Acuerdo Interprofesional« y 
quedarían excluidos,...los conflictos individuales, plurales o colectivos en que sea parte el Estado, 
Comunidades Autónomas, Entidades Locales u organismos autónomos dependientes de los mismos, a 
que se refiere el artículo 69 del vigente Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, a excep-
ción de aquellos casos en los que se haya efectuado por tales Administraciones Públicas expresa adhe-
sión al TAMIB. como órgano de solución autónoma y extrajudicial de con flictos laborales». 
32. DOE.Número 49 30 Abril 2002 
33. DOE.Número 75 28 Junio 2003 
Año 	Convenios 	Total Conv. 
con 	de la AAPP 
	
Conv, 
remisión al en Andalucía 
SERCLA 
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adaptación similar a la antes señalada se remiten básicamente al art. 13 del 
Acuerdo extremeño que es el que regula en general esta cuestión. 
En cambio, donde sí se aprecian claramente estas diferencias es en la propia 
composición del órgano sobre el que realmente giran estos procedimientos: la 
Comisión de Conciliación-Mediación, a la que se adscribe un cuerpo de árbitros, 
que queda residenciada en el CARL. Como regla general esta Comisión se estruc-
tura con naturaleza colegiada y carácter bipartito, estando compuesta por miem-
bros designados directamente por las organizaciones sindicales y empresariales 
firmantes del acuerdo y que son, sin duda, las más representativas de nuestra 
Comunidad. De esta forma, y como de todos es sabido, se ha optado por un mode-
lo que residencia directamente en los interlocutores sociales el protagonismo y la 
responsabilidad directa en el proceso conciliador mediador, lo que indudable-
mente contribuirá a generar un mayor nivel de confianza y credibilidad entre tra-
bajadores y empresarios. En la actualidad, el número de miembros que la com-
ponen es de 8, incluida la Presidencia, distribuyéndose en 4 representantes por la 
organización empresarial y 4 representantes de las organizaciones sindicales fir- 
mantes del acuerdo, pudiendo estas mismas organizaciones 	CEA, UGT-A y 
CCO-A— designar, respectivamente, a un interlocutor permanente en la gestión 
de la CCM. 
Pues bien, y como decimos, es en relación con este tema cuando vuelve a sur-
gir con toda su fuerza el problema de la falta de legitimación entre la CEA y las 
AAPP. Y seguramente es ésta la razón por la que la DA 1 del RSERCLA prevé 
que en aquellos casos en los que el procedimiento instado afecte al personal labo-
ral de la Junta de Andalucía, la Administración Autónoma procederá a designar a 
los miembros que le representen en la CCM, siguiéndose en lo demás los trámi-
tes y efectos previstos en este Reglamento sin que exista por tanto mayor pecu-
liaridad. Se trata, en definitiva, de buscar un mediador que realmente pueda 
conectar con una Administración que a estos efectos actúa como empleador, pero 
que no se siente representada por la elección de la CEA. Obviamente este pre-
cepto parece claramente aplicable a los trabajadores que presten servicios a la 
Administración Territorial y en sus Organismos Autónomos, aunque presente 
bastante más dudas en el caso de las empresas públicas de la Junta. A nuestro jui-
cio en estos casos, más que ante una interpretación rigurosa del precepto, basada 
tan sólo en conceptos jurídicos, debe primarse la voluntad concreta de la parte, 
permitiéndosele la elección del mediador que considere más adecuado 
En cualquier caso, dudas cuanto menos similares puede surgir cuando, por ejem-
plo, el procedimiento es iniciado o instado ciertamente por o contra una 
Administración Pública, pero no autonómica, sino, por ejemplo, Local. En estos 
casos parece clara la inclusión de este conflicto en el ámbito del SERCLA. Lo que 
ya no parece tan claro es la composición de la Comisión de Conciliación 
Mediación, aunque en la duda, parece lógico suponer que se estructure como en  
cualquier otro expediente, sin perjuicio de la conveniencia, quizás, de reglas espe-
ciales o de otorgar un cierto papel a la Federación Andaluza de Municipios y 
Provincias en la designación de un listado específico de mediadores en este campo. 
Con todo, esta posibilidad de incorporar mediadores específicos dentro de un 
sistema básicamente pensado para empresas representadas por las asociaciones 
más representativas, tampoco es una novedad. Aunque no siempre, esta hipótesis 
aparece contemplada por ejemplo, en la tantas veces mencionada DA Quinta.? 
del Convenio Colectivo del Personal Laboral de la Diputación Provincial de 
Cáceres y la Corporación Provincial'', de acuerdo con el cual «Las partes fir-
mantes del presente Convenio podrán proponer mediadores o árbitros con carác-
ter permanente e integrarlos en el listado de mediadores y árbitros del servicio 
regional de mediación y arbitraje de Extremadura»; o , por poner otro ejemplo ya 
mencionado también en otras ocasiones el art. 7 del Acuerdo Administración-
Sindicatos para solicitar la adhesión al Acuerdo para la Solución Extrajudicial de 
Conflictos de Extremadura (ASEC-EX)", con una redacción literalmente igual a 
la antes mencionadas. 
Una vez centradas estas ideas básicas, tampoco parece que la aplicación de los 
distintos procedimientos generales planteados en el SERCLA planteen especiales 
problemas. 
Como bien se sabe estos procedimientos son básicamente dos; el primero, y en 
general el más utilizado, denominado de mediación-conciliación presenta a su 
vez peculiaridades en los casos de huelga y servicios de seguridad y manteni-
miento; mientras que el otro, el de arbitraje, ha sido sin duda el menos requerido 
por nuestros interlocutores sociales, siendo preciso distinguir en este último caso 
entre el arbitraje jurídico y el de equidad. 
El procedimiento general de mediación es, en sí, extraordinariamente flexible e 
informal, otorgándose amplios poderes en su ordenación a los mediadores con la 
finalidad de lograr una mejor adecuación a las características singulares de cada 
conflicto. La legitimación para iniciarlo correspondería a los sindicatos coinci-
dentes con el ámbito del conflicto o los empresarios y representantes de los traba-
jadores en los conflictos de ámbito empresarial o inferior; una mención ésta que, 
como ya hemos indicado debe ser sustituida por la correspondiente referencia a la 
concreta Administración. El procedimiento se inicia mediante escrito disponible 
en la propia página web del CARL, del cual, tras su posible subsanación se da tras-
lado al resto de partes, citándose para comparecencia, concluyéndose en un plazo 
máximo de 25 días con o sin avenencia o solicitando un arbitraje, siempre, claro 
está que no se haya producido sin efecto o haya desistimiento por la propia parte 
34. DOE, Número 75 28 junio 2003 
35. DOE, Número 49 30 abril 2002 
256 	MEDIACIÓN PARA RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE PERSONAL 	 I 	 EL CASO ANDALUZ 	 257 
solicitante. Pues bien, en estos casos, las únicas peculiaridades que pudieran des-
tacarse son, en primer lugar, que en el lugar empresarial actuarán los concretos 
órganos administrativos en cada caso competentes, y el hecho de que dicho acuer-
do deberá ser en su caso aprobado por el correspondiente órgano administrativo 
competente
36  , tras lo cual adquirirá el valor común de un convenio colectivo en los 
términos previstos en los art. 154 y 158 LPL o, en su caso, la fuerza ejecutiva de 
la que habla el art. 91 ET en conexión con la DA 7 LPL, así como eficacia gene-
ral o limitada según la representatividad de los sujetos firmantes. 
Y algo similar cabría decir en los procedimientos previos a la huelga.—en el que 
la solicitud de mediación es de obligado cumplimiento para los firmantes del acuer-
do, y en los que los plazos se aceleran con el fin de alcanzar un acuerdo— o en los 
procedimientos para determinar los servicios de mantenimiento y de seguridad o 
para interpretar los ya existentes una vez agotados los sistemas propios de solución 
cuya principal singularidad se centra en la extrema rapidez de los mismos. 
Y, finalmente, tampoco que desde esta misma perspectiva existan más peculiarida-
des a las generales ya descritas en el caso del arbitraje, ya esa de derecho o de equidad. 
2.3. Los resultados del SERCLA en el campo concreto de las AAPP 
En cualquier caso, y ya para concluir esta exposición quizás demasiado prolon-
gada, tan sólo quisiéramos analizar brevemente los resultados en este ámbito con-
creto del Sistema Extrajudicial Andaluz. Y lo cierto es que no resultan despreciables. 
Tabla 2: Expedientes tramitados por el SERCLA en relación con las AAPP (1999-
2005). Total y porcentajes. 
AÑO 
1999 
Expedientes 
AAPP 
18 
N. expedientes totales 
314 
% expedientes 
públicos 
5,73 
2000 28 523 5,35 
2001 37 613 6,04 
2002 25 598 4,18 
2003 32 615 5,20 
2004 62 669 9,27 
2005 30 625 4,80 
2006* 13 271 4,80 
Total 245 4228 5,79 
* Datos hasta mayo de 2006 
* Fuente: Consejo Andaluz de Relacione Laborales (CARL en adelante). 
36. Ejemplos de regulación expresa de estas peculiaridades las encontramos, por ejemplo en los 
tantas veces citados DA Quinta.del Convenio Colectivo del Personal Laboral de la Diputación 
Provincial de Cáceres y la Corporación Provincial o en el art. 4 del Acuerdo Administración-Sindicatos 
para solicitar la adhesión al Acuerdo para la Solución Extrajudicial de Conflictos de Extremadura 
(ASEC-EX) que identifica en cada tipo de conflicto el órgano administrativo competente. 
De hecho, a lo largo de estos casi ocho años de evolución del sistema, y recor-
dando siempre el carácter provisional de los datos del año 2006, lo cierto era que 
se habían tramitado 245 procedimientos relativos a Administraciones Públicas, 
normalmente Corporaciones Locales, pero también algunos frente a órganos 
autonómicos como el Servicio Andaluz de Salud. Y que ello supone un 5,79% del 
total de asuntos tramitados a lo largo de estos años por el SERCLA, variando este 
porcentaje de forma anual en una horquilla situada ente un mínimo del 4,18 en el 
año 2002 y un máximo del 9,27 en el año 2004. 
Intentando profundizar algo más en este tema, quizás sea conveniente resaltar 
como, al comparar este tipo de expedientes con el conjunto de los tramitados por 
el SERCLA desde su nacimientos, se observa, en relación con el tipo de procedi-
miento, un notable incremento, sobre todo, de los previos a la vía judicial, que 
supondrían en este caso el 74,3% frente al 54,8% del conjunto de los SERCLA 
tramitados. Este dato es aún más llamativo si recordamos que esta conciliación 
previa no es necesaria según la jurisprudencia del Tribunal Supremo que ya 
hemos mencionado, lo que al menos a nuestro juicio demuestra el alto interés y 
confianza que este sistema tiene entre los sujetos de este ámbito de actividad. 
En cambio, también es llamativo que el número de conflictos previos a la huel-
ga en el caso del personal laboral de las Administraciones, que en el conjunto de 
la actividad del SERCLA. 
Tabla 3: Agregación y porcentajes de expedientes tramitados en el SERCLA por tipo 
de procedimiento (1999-abril de 2006) . Total y procedimientos en las AAPP. 
Tipo de procedimiento 	 Total Públicos 
Otros 380 27 
Porcentaje sobre respectivo total 9,0% 11,0% 
Previos a convocatorias de huelga 1533 36 
Porcentaje sobre respectivo total 36,2% 14,7% 
Previos a la vía judicial 2316 182 
Porcentaje sobre respectivo total 54,8% 74,3% 
Fuente: CARL 
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Gráfico 2: Porcentajes de expedientes según tipo de procedimiento. Total y 
Administraciones Públicas (1999- abril de 2006) 
Fuente: CARL 
Por otra parte, y si profundizamos un poco más, indagando en la motivación 
de estos expedientes se aprecia la inexistencia de algunos motivos en este campo: 
este sería el caso de los conflictos por despidos colectivos y plurales, servicios de 
seguridad y mantenimiento y servicios mínimos. 
En cambio, lo que sí se aprecia es una mayor importancia porcentual de los 
conflictos de aplicación e interpretación de convenios salvo en lo relativo a sala-
rio, del mismo modo que también suelen ser más frecuentes en relación con la 
aplicación e interpretación de otro tipo de normas. 
Tabla 4: Agregación y porcentajes de expedientes tramitados en el SERCLA por tipo 
motivación (1999-abril de 2006) . Total y procedimientos en las AAPP. 
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Gráfico 3: Porcentajes de expedientes tramitados en el SERCLA por tipo motivación 
(1999-abril de 2006) . Total, procedimientos en las AAPP y diferencia. 
Fuente: CARL 
Finalmente, y si analizamos los datos de avenencia se observa que, en gene-
ral, los SERCLA en el campo de la Función Pública suelen tener un menor índi-
ce de acuerdo. Tan sólo en el caso de la determinación de servicios de seguridad 
y mantenimiento se aprecia un porcentaje superior. Pero lo reducido de la mues-
tra nos impide considerarla como relevante. 
Tabla 5: Avenencias en procedimientos SERCLA. Total y Administración Pública 
Motivación Total 
69 
% Total 
1,6% 
AAPP 
1 
% AAPP 
0,4% Acuerdo SERCLA  
Aplicación e interpretación de convenios: Jornada 168 4,0% 12 4,9% 
Aplicación e interpretación de convenios: Otros _ 1678 39,7% 122 49,8% 
Aplicación e interpretación de convenios: Salario 402 9,5% 20 8,2% 
Aplicación e interpretación de normas ' 524 12,4% 44 18,0% 
Despidos colectivos y plurales 2 0,0% 
Modificación de condiciones de 508 12,0% 18 7,3% 
Negociación de Convenio: Jornada 12 0,3% 1 0,4% 
Negociación de Convenio: Otros ' 	720 17,0% 19 7,8% 
' Negociación de Convenio: Salario 138 3,3% 8 3,3% 
Otros 3 0,1% 
Servicios de seguridad y mantenimiento 4 0,1% 
Servicios mínimos 1 0,0% 
Total 4229 100,0% 245 100,0% 
(1999 a abril de 2006) 
Fuente: CARL 
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Fuente: CARL 
% Total 	% AAPP --A—Diferencia 
Gráfico 4. Porcentajes de Avenencias en procedimientos SERCLA. Global, 
Administración Pública y diferencia —eje de la derecha— (1999 a abril de 2006). 
Fuente: CARL 
